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Sefíor 

Pablo SaavedraAlessandri 

Secretario 

Guatemala, 13 de febrero de 2015 

Re{: CDH-1.1-2014/021 

María fnés Chínchí//a Sandoval y otros vs. Gtwtemala. 

Corte Interamericana de Derechos Hun1anos 

Reciba un cordial saludo del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de 

Guatemala, ICCPG. Tengo el agrado de dirigirme a usted, con el objeto de hacer llegar nuestras 

observaciones a la excepción preliminar de Falta de Agotamiento de Recursos Internos, 

interpuesta por el Estado de Guatemala en el caso de referencia. 

1. Antecedentes 

Actualmente, se conoce ante la Honorable Corte lnteramericana de Derechos Humanos, el caso 

de la sefíora María Inés Chinchilla San<loval y otros vs. Guatemala. En donde se alega, por parte 

de nosotros y la Comisión lnterameri.cana de. Derechos Humanos, la violación por parte del 

Estado de Guatemala de los derechos de la vicia e íntegríclacl personal en perjuicio de la sefíora 

María Inés Chinchilla Sancloval; y, la violación de las garantías judiciales y la protección judicial 
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Pcn· LU1.D> cxcltu1·cv d.eju,$t"Lc(,:-v y cqu.ú:iad, 

en pe1juicio de la señora María Inés Chinchilla Sandoval y sus famílíares. 

Estos derechos se encuentran consagrados en la Convención An1ericana sobre Derechos 

tlumanos, que en el nun1eral uno del artículo uno establece que "Los Estados l_)artes en esto 

Convención se comprometen a respetar ías derechos y libertades reconocidos en ella y a 

garantizar su libre y pleno ejercicio a tocias persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 

discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones polítícas o de 

cualquier otra [ndole, origen nacional o social, posición· económica, nacirniento o cualquier otra 

condición social" 

Dentro del trámite del caso ante la Honorable Corte, el catorce de enero del año en curso, nos füe 

trans1nitida, la resolución de la n1isn1a fecha donde se enviaba el escrito de contestación del 

Estado de Guatemala y adicionalmente se nos confería plazo para remitir observaciones. En ese 

sentido, envian1os las observaciones referidas. 

2. Posición en contra de los argumentos de.1 Estado de Guatemala. 

El Estado de Guatemala, en su escrito del 30 ele diciembre ele 2014, interpone excepción 

prclin1inar de falta ele agotamiento de recursos internos, aduciendo que en el presente caso no se 

agotaron los recursos internos, por lo que este no debió someterse al conocimiento de la Corte. 

En ese sentido, el Estado al alegar que no se agotaron los recursos internos debiera demostrar que 

existen1 son idóneos, efectivos y que las resoluciones de los n1ís1nos son rnaterialn1ente posibles 

de ejecutar. 

Desde un inicio, los peticionaríos hemos señalado que en el presente caso debe operar la 
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excepción al agota1niento de los recursos internos comprendidas en el segundo numeral del 

artículo 46 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Y, tal como lo indica el 

Estado de Guatemala en el numeral 1l del escrito de cootestacíón: " ... se puede concluir que 

tanto la Cornisión, como los peticionarios, aleflan que ni existfan los recursos dis¡:,onibles, ni se 

les pern1itió a los ¡;etlcionarios agotarlos e indican que el procedimiento de daños y perjuicios 

alegado por el Estado no era suficiente para investigar y esclarecer las causas de negligencia y 

falta de atención n1é<lica, además c¡ue dicho procedin1ienta serla infruCtuoso 1' 

En contra posición el Estnd6 de Guatemala~ en el eséritú referido; ·argun1entá· que no se agotáron 

]os recursos. internos en base a tres aspectos: refe'rente a la existencia de re<.:ursos internos; 

referente a la efectividad de los recürsos internos, y, la necesidad ele reclamar civilmente para 

deducir algún tipo de responsabilidad, ya sea civil o administrativa. Así, seguidamente 

planteamos nuestros contra argun1entos a lo planteado por el Estado, en su escrito referido. 

2.1 Consideraciones generales 

En el· inciso 16 dél escrito del Estado, ·se argun1enta que los petíé.i.<inftrios en ningún nlon1ento 

reclamamos "que llubo responsabilidad penal o criminal ele alguna autoridad del Estado o de 

alguna otra persono; lo que están reclamando realrnente» es que posiblernente existió 

negligencia o falta de atención médica por parte de las autoridades estatales y que en 

consecuencia, hubieron daños (esto se comprueba con la propia reparación pedida por parte de 

los peticionarios, donde se están reclarnando dañirmaterial)" 

En ese sentido., los peticionarios queremos aclarar que la determinación de la responsabilidad 

penal es función en la que no estan1os habilitados a realizar; es una· obligación estatal que a través 

de las instituciones del sistema de justicia penal, se investigue, individualice, juzgue, sancione y 
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rehabilite a la persona responsable ele un hecho delictivo. Así, el artículo 251 de la Constitución 

Política de la República de Guate1nala, se establece que es ªel jefe del Ministerio Público será el 

Fiscal General de la República y le correspondrrel ejercicio de la acción penal JJública". 

E~l recl.an10 1 en cuanto a los hechos ocurridos el día de la muerte de la sefiora María Inés 

Chinchilla Sandoval y los hechos posteriox~.s._(que no es el único. que plantca1nos), no es respecto 

a la responsabilidad penal o crilninal ele alguna autoridad del .Estado; es respecto a que las 

actuaciones realizadas por el Estado de Guaten1ála fueron inadecuadas, no respetando los 

estándares internacionales para la investigación crirniniJl de la muerte de una persona privada de 

libertad~ existiendo una clara ol'nisión de actuaciones que pudieron determinar o no la posible 

responsabilidad penal de alguna autoridad del Estado. 

Tal y como lo ind.ica el Estado en Guaten1ala no se encuentra tipificado el cielito de negligencia 

n1édica, sin en1bargo existen otros tipos penales referentes a dar n1uerte a una persona sin 

intención, tal como el establecido en el Artículo 127 del Código Penal ele Guatemala, decreto 17-

72 del Congreso de la República de .Guate1nala, homicidio -~:ulp.oso. ·oe cualquier .rorn1a, la 

tipíficación adecuada del hecho es fesponsabili.dad del Estado, as_í como su persecución y el 

juzgan1iento~ pero estas deben de ajustarse a los estándares internacionales, respetando los 

principios y garantías contemptadas en el ordena111iento jurfdico guaten1a.lteco, que incluye la 

Convenci6n An1ericana sobre Derechos l-lun1a11os1 la Constitución .PoHtica de la Répública de 

Guntemula_. leyes de carácter ordinario, entre ott.:.ts, 

En cuanto a la alusión que hace el Estado, respecto al reclamo del daño material. los peticionarios 

querernos hacer énfasis_ en que el legitimo ejeréicfo de un derecho~ corno lo es dirigjr una petición 

a este alto órgano de proteccíón de derechos hun1anos, no puede ni debe ser n1al utilizado en 

contra de las vícthnas para crin1inalizarlas. En todo caso se debe recordar que los órganos de 
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protecció11 del Sisten1.á rnteramericano, velan por el cun1plimiento de los compromisos contraídos 

por los Estados partes de la Convención. 

La jursipntdencia del Sistema Intera1nericano ha planteado la pertinencia de la solicitud de 

reparaciones~ no sólo económicas sino acordes al caSo coricreto; situación por la cual en e} escrito 

ele los pettcionarios del 10 de novien1bre de· 2014~ se--··_sol~citilt(.$e ordene al Estado a·doptar 

distintas n1edidas~ entre las que se encuentrarr:de las n1édidas cteireparijción., tanto morales co1no 

n1ateriales. 

2. 2 Referente a la existencia y la efectividad d~-los re·cursos internos 

E:l I:'~stado de Guate1nala, hace referencia únicamente a la·existencia de recursos en materia civil, 

aduciendo la posibilidad de .. intérponer: un juicio ordín.ario de daños y peijuicjos. _1\l respecto. es 

importante ac_lárar en prin-Cipio que los hechos deniinciádos y que se conoceti.'.en el presente 

proceso, no son únicán1ente respecto al .día· de la 1nuerte. de 1?. señOrri."María::-,lnés _Chinchilla . -. .. . ',. ,_ . 

Sandoval y lo: ocurrido posteriormente. sino .. que todo el proceso_ prisi.oóillización ·que vivió la 

señora Chinchilla sin atención médica adecuada·. 

¡.\_sí_, los hechús · presentados por los peticionarios en este caso se re.fieren a: la falta de un 

diagnóstico apropiado. la falta de acceso a los.sérv".icios de salud~ 1a falta de tratamíent~ para sus 

padecientos, y la falta de inve-stlgación criminal de su'n1uerte:· 

En ese sentido, dentro del expediente del caso a nivel° naéional, se logra determi_n,if la cantidad de 

recursos que fueron utilizados_ por la víctima pata ·procutarsé ef acceso -a 1"a· salud, los cuales 

nunca fueron efectivos pa·ra la. prOteccíón de sus dei'e.chos. 
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El Estado d~ Guatemala ha planteado que considera no se agotó a nivel interno, lo referente a los 

recursos en n1ateria civil. daños y perjuicios; sin embargo, entre sus argumento no ha podido al 

111on1ento contradecir la afirn1ación que en los· últimos 20 años no se ha condenado a ningún 

funcionario público (no entidad) por concepto de daños y perjuicios. Solamente hace referencia 

de la condena de una persona jurídica particular' y una entidad estatal, por mala práctica médica~ 

no por una falta de atención 111édica adecuad·a. 

Aunado lo anterior, el Estado no hace ninguna referencia del tiempo para la tramitación ele este 

tipo de recursos. El anexo dos del escrito del Estado del 30 de .diciembre ele 2014, se plantea 

como un eJemplo de casos donde se ha utilizado ele manera efectiva el recursos internos, al leer la 

resolución planteada claramente se puede estab.lecer que el próceso tuvo una duración de 

aproximadamente diez afio, iniciando con la demanda planteada el 31 de julio de 1998 y 

finalizando con la sentencia ele casación el 1l de noviembre del 2008. 

Esta situación se repite en el anexo treS · del n1ismo doctunento, donde se denuncian hechos 

ocurridos y denunciados en el año 2002, y· Se cuenta con una sentencia de casación 9 años 

.después, emitida el 13 ele junio de 2011. · 

Estu, solo viene a fortalecer lo ya dicho por los peticionarios ante la Comisión lnterameri.cana ele 

Derechos I-Itnnanos, que este tipo de recurso son co1i1pletamente ineficaces para la protección de 

los derechos fundamentales comprometidos, poniendo como ejemplo el caso del señor Juan 

Hernández 1,ima, cuya tramitación fue superior a J.Os 15 años. 

Además es necesario mencionar que en Guatemala· no ex'iste un proceso de ejecución idóneo y 

efectivo que garantice. el cun1plin1iento d~ una eventual condena civil. Así, transcurrido el plazo 

de 9 a 15 años de un proceso de dru1.os y perjuicios, no existiendo proced.im.ientos de ejecución 
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2.3 La necesidad de reclamar civilmente para deducir algún tipo de responsabilidad, ya sea civil o 

administrativa. 

En el inciso 39 del escrito de contestación del Estado, se hace referencia que la responsabilidad a 

que pudieron haber estado sujetos los médicos tratantes de . . la señora Chinchilla, podría haber 

sido determinada mediante un·juicio ordinaria de dat1os·y perjuicios, ·a rnediante un juicio 

sun1ario de responsabilidad civil dé funcionarios piíb.licos, que hubiera tenido como objeto 

probar que la causa de la muerte enuncialla tenía comó o,rigen una fOlta de aténción médica; no 

¡Judiéndose probar Jo anterior, .,11ediarlte rin prOceso penal>. que tiene como objelo cleterminar si 

alguna persona con1.etió o no, una conducta delicciva .Y en Guatemala, tanto la negligencia como 

la falta ele atencí<)n rnédica. adeéuada, no son delitos, sino acarrean·responsabilicfad civil 

Ante esto, ]os represPntantes queremos referir que el Sistema Interamerica'Ilo. de Derechos 

.I-Iun1anos no.tiene con10 función determinar la responsabil.idad pr,n,al·clenl:ro ·de un cf!So,_ sino más 

bien, coino se plantea en la Parte II artículo 33 de la Convención·~ tanto la Comisión como la 

Corte Interani'ericana ele Derechos Hun1anos son Medios de Protección, cornpetentes para 

conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contra(dos ¡Jor los 

Estados F'arteS~ 

Siendo la protección del derecho a la vida y la integridad personal, compromisos adquiridos por 

el f:stado ele Guaternala al n1on1ento de ratificar la Convencíón Interan1eríc:ana de Derechos 

Humanos en 1narzo de 1987. I,a no existe!1cia de tipos cón10 lci negligencia·o· ia falta de atención 

médica adecuadl;\.i10. pueden ser justificantes para la no investigación y persecución penal de la 

n1uerte de una persona~ especiahnente cuando la legislación nacional (como se refirió 
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anteríonnente) cuenta con tipos penales que pueden encuadrar los hechos ocurridos, con10 lo 

sería el homicidio culposo. 

Aunado a lo anterior, se debe hacer referencia de lo· establecido en el artículo 24 bis del Código 

Procesal Penal de Guatemala, decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala, donde 

se establece que serán perseguibles de oficio por el Ministerio Público, en re¡,resentación de la 

sociedad_. todos los delitos de acción pública_. excepto los delitos contra la seguridad de tránsito 

y aquellos cuya sanción ¡Jrincipal sea la pena de multa ... así, siendo que los delitos contra la vida 

son de acción pública es una obligacl6n del I:~stado perst:.~guirlos penalmente; siendo que por la 

deficiencia de la investigación ·del Estado no se puede determinar si hubo responsabilidad penal 

algl!na. 

El Estado en su escrito recalca en 1a necesidad de rec.lainar civilmente para deducir algún tipo de 

responsabilidad~ ya sea cívil o ad111inístrativa. ante esto se recuerda que el proceso de daños y 

perjuicios planteado pór el Estado, co1110 se elijo en el apartado anterior~ no era adecuado ni 

efecti.vo; Y:1 que en todo caso este recurso· no este recurso no es-,idóneo para conocer las 

responsabilidades penales que puedan surgir de los hechos que se denuncian. 

3. I.>ctició11 

3.1. Se tenga por presentadas en tien1po, por parte de los peticionarios y en el senti.do de.1 escrito, 

las observaciones a la excepción de Falta 'de Agotamíento de Recursos Internos planteada por el 

_Estado de Guatemala-. 

3.2 Se ton1e en consideración los contra argu1nentos presentados por Jos peticionarios contra la 
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posjción del Estado de Guatemala. 

3.3 Se declare SlN LUGAll la excepción de falta de agotamiento de los recurso internos. 

3.4 Se continúe con el trá1n.ite de! presente caso. 

3.5 Que agotado el trá1nite correspondiente se declare la résponsabilldad del Estado de 

Guatemala en el presente caso p_or 1a violación de los ·cterechos a la vida ejntegridad personal en 

perjuícío de la señora Marfa In_és Chinchilla Sandoval;· y, la violación de las garantías judiciales y 

la proteccióri judicial en perjuicio de" la señora_-María Inés Chinchilla Sándoval y sus familiares. 

consagrados en la Convención. Americana sobre Derechos I-Iumanos. 

Con altas muestras.de consideractón·y estima. atentamente, 

A.bogada . . . . . 
Instituto de Estudios C mp:arados; en Ciencias Pen-áleS de Guatemala 

   
 

 
 




